Responsabilidad Penal
Los tribunales españoles son competentes respecto a los hechos ocurridos en territorio español, pero de manera excepcional pueden aplicar responsabilidades penales de hechos acaecidos en el extranjero.

En el artículo 23, apartado 2, de la Ley Orgánica 6/1985 del Poder Judicial se fija que también conocerá la jurisdicción española de los delitos que hayan sido cometidos fuera del territorio nacional, siempre que los criminalmente responsables fueren españoles o extranjeros que hubieran adquirido la nacionalidad española con posterioridad a la comisión del hecho y concurrieren los siguientes requisitos:

a) Que el hecho sea punible en el lugar de ejecución, salvo que, en virtud de un Tratado internacional o de un acto normativo de una Organización internacional de la que España sea parte, no resulte necesario dicho requisito, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados siguientes.

b) Que el agraviado o el Ministerio Fiscal interpongan querella ante los Tribunales españoles.

c) Que el delincuente no haya sido absuelto, indultado o penado en el extranjero, o, en este último caso, no haya cumplido la condena. Si sólo la hubiere cumplido en parte, se le tendrá en cuenta para rebajarle proporcionalmente la que le corresponda.

El apartado a) se refiere al principio de doble incriminación, bajo el cual es requisito esencial que el delito atribuido sea ilícito en la legislación de ambos Estados. Es decir, el hecho o hechos que considerados abstractamente sean punibles por ambos ordenamientos, aun cuando cada uno de ellos lo prevea bajo un diferente tipo delictivo.
El tribunal competente para atender estas querellas es la Audiencia Nacional.

Conceptos clave:

· El delito de riesgo es propio, no lo puede cometer cualquiera, sólo los que están legalmente obligados.

· La responsabilidad penal es sólo subjetiva, hay que cometer, no es suficiente con ser (sujeto legalmente obligado).

